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Decisión de la Cámara 

Muñoz Díaz v. España  (solicitud nº 49151/07)
BODA GITANA: LA DENEGACIÓN DE LA PENSIÓN DE VIUDEDAD FUE DISCRIMINATORIA

Violación del Artículo 14 (prohibición de la discriminación) junto con el Artículo 1 del protocolo 1 (protección de la propiedad) de la Convención Europea de Derechos Humanos

Hechos principales

La solicitante, María Luisa Muñoz Díaz, es una ciudadana española perteneciente a la comunidad gitana nacida en 1956 y residente en Madrid. 
En noviembre de 1971 se casó con M.D., también miembro de la comunidad gitana, mediante una boda según el rito gitano. Tuvieron seis hijos que se registraron en el Libro de Familia expedido por las autoridades españolas. En 1986 se les concedió el estatus de Familia Numerosa. 

M.D. falleció el 24 de diciembre del año 2000. Había trabajado como constructor cotizando a la Seguridad Social durante más de 19 años. La Sra. Muñoz solicitó la pensión de viudedad pero la Seguridad Social se la denegó basándose en el hecho de que su matrimonio no estaba registrado en el Registro Civil. Esta decisión se confirmó en mayo de 2001. 
La solicitante apeló al Tribunal Laboral y, en el juicio celebrado del 30 de mayo de 2002, se le reconoció el derecho a la pensión de viudedad. El Tribunal sostenía que la decisión de la Seguridad Social era discriminatoria ya que se basaba en la identidad étnica de la solicitante.

Tras una apelación de la parte contraria, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid  anuló esa sentencia el 7 de noviembre de 2002 basándose en que la pareja no se había casado de acuerdo con la ley vigente si no en una forma que no tenía efectos civiles

La solicitante presentó un Recurso de Amparo que fue rechazado por el Tribunal Constitucional en el juicio celebrado el 16 de abril del 2007. El Tribunal dictaminó que la Sra. Muñoz Díaz y M.D. habían decidido no casarse de acuerdo con las formulas reconocidas por la ley y que están a disposición de cualquiera con independencia de su origen étnico. El Tribunal además señaló la importancia de limitar la pensión de viudedad a los matrimonies en el contexto de que los recursos de la Seguridad Social son limitados y tienen que cubrir una amplia gama de necesidades. Uno de los miembros del Tribunal Constitucional emitió una opinión disidente.
Alegaciones, procedimiento y composición del Tribunal 

La solicitante alegó que la denegación de la pensión de viudedad basada en que su matrimonio no tenía efectos civiles contravenía el principio de la no discriminación garantizado por el Artículo 14 junto con el de la protección de la propiedad bajo el Artículo 1 del Protocolo 1.

Basándose en el Artículo 14 (prohibición de la discriminación) junto con el Artículo 12 (derecho al matrimonio), la Sra. Muñoz Díaz alegó además que la denegación por parte de las autoridades españolas a reconocer civilmente su matrimonio Gitano –la única fórmula válida en su comunidad– a pesar de que esta comunidad lleva en España al menos quinientos años, quebrantaba su derecho al matrimonio.
La solicitud se presentó ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos el 29 de Octubre de 2007 y el 26 de mayo de 2009 se celebró una audiencia pública en la sede de los Derechos Humanos de Estrasburgo.
La sentencia la dictó una Comisión de siete jueces compuesta por:
Josep Casadevall (Andorra), presidente, 
Elisabet Fura (Suecia), 
Corneliu Bîrsan (Rumania), 
Boštjan M. Zupančič (Eslovenia), 
Alvina Gyulumyan (Armenia), 
Egbert Myjer (Holanda), 
Luis López Guerra (España), jueces 
 
y también Santiago Quesada, Registro.
Decisión del Tribunal

Articulo 14 junto con el Articulo 1 del Protocolo No. 1
La Sra. Muñoz Díaz tuvo seis hijos con M.D. y vivieron juntos hasta su muerte. Las autoridades civiles les expidieron un Libro de Familia y el estatus de Familia Numerosa para lo cual los padres deben de estar casados. Es más, M.D. estuvo cubierto por la Seguridad Social durante más de 19 años y su tarjeta de beneficiario indicaba la cobertura de la solicitante como su esposa y la de sus seis hijos. El Tribunal indicó que éste es un documento oficial ya que estaba sellado por la Seguridad Social. 

El Tribunal subrayó la importancia de las creencias de la solicitante derivadas de pertenecer a la comunidad gitana, que tiene sus propios valores bien establecidos y enraizados en la sociedad española. A la solicitante no se le podía imponer un matrimonio de acuerdo con la ley canónica –la única posibilidad en 1971– cuando expresó su deseo de casarse de acuerdo con el rito gitano, sin infringir su derecho a la libertad religiosa.
El Tribunal tomó nota del consenso internacional emergente entre los Estados europeos reconociendo las necesidades especiales de las minorías y la obligación de proteger su seguridad, identidad y estilo de vida, salvaguardar sus intereses y preservar su diversidad cultural. 

La solicitante creyó de buena fe que su matrimonio celebrado de acuerdo con el rito gitano era legal a todos los efectos, sobre todo teniendo documentos oficiales que le adjudicaban el estatus de esposa, y por tanto creía de forma legítima que le correspondía una pensión de viudedad. Las autoridades no consideraron en ningún momento su buena fe o sus particularidades culturales a la hora de negarle la pensión. 
Resulta desproporcionado por parte del Estado español denegar el reconocimiento del matrimonio gitano de la Sra. Muñoz Díaz a efectos de la pensión de viudedad después de que le había concedido el estatus de Familia Numerosa, había proporcionado cobertura sanitaria a M.D. y su familia y había recaudado su cotización durante más de 19 años. El Tribunal no puede aceptar el argumento del Gobierno basado en que la solicitante podía haber evitado la discriminación mediante el matrimonio civil: es decir, aceptar que la víctima podía haber evitado la discriminación alterando uno de los factores en el centro del debate, restaría todo fundamento del Artículo 14.
Por tanto, el Tribunal dictaminó por seis votos a uno que se había violado el Articulo 14 de la Convención junto con el Articulo 1 del Protocolo No. 1.
Artículo 14 junto con el Artículo 12
El Tribunal observó que el matrimonio civil en España, en vigor desde 1981, estaba abierto a cualquiera y opina que su regulación no implica ninguna discriminación basada en religión, cultura, lengua o etnia.

El matrimonio de algunas religiones (católica, protestante, musulmana y judía) ha sido aceptado por la ley española, reconociéndose en base a acuerdos con el Estado y teniendo de esa forma efectos de matrimonio civil 

El hecho de que el matrimonio gitano no tuviera efectos civiles, tal y como deseaba la Sra. Muñoz Díaz, no constituía una discriminación, prohibida por el artículo 14. Por lo tanto, esa alegación fue rechazada por infundada. 

Articulo 41
Como compensación justa por daños y perjuicios, el Tribunal le ha concedido a la solicitante 70.000 euros, más 5.412,56 euros en concepto de costes.
***
El juez  Myjer expresó una opinión disidente que se adjunta a la sentencia.
La sentencia está disponible en francés e inglés. Esta nota de prensa es un documento generado por el registro y no es vinculante para el Tribunal. La sentencia está disponible en la página web (http://www.echr.coe.int).

[Traducción al español realizada por la Fundación Secretariado Gitano]
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